Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 23 minutos) 


- La Comisión agradece la presencia de la Unión de Deudores en Dólares del Banco Comercial, a quienes deja en el uso de la 
palabra. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Hemos venido aquí porque, sin lugar a dudas, ¡si tendrá voluntad de pago la Unión de Deudores en 
Dólares del Banco Comercial! Prueba de ello es esta carta -si quieren, con mucho gusto podemos dejar a los señores Legisladores 
una fotocopia- que fue firmada por la Directiva de Thesis, con quienes nos reunimos hace dos viernes. En dicha reunión estuvimos 
conversando y tratando de buscar una salida al tema del endeudamiento. Sin duda alguna, pensamos que lo ideal para solucionar 
esta situación sería una ley porque -y no vamos a llover sobre mojado- la ley obliga y las pruebas están a la vista: las pautas no se 
cumplen. Tampoco vamos a ser necios y tozudos -perdóneseme la expresión- tratando de buscar solamente una ley, que a nuestro 
entender -como dije- creemos que es la solución más coherente y responsable para el tema del endeudamiento. Hemos traído 
copia de otra carta -que con mucho gusto les podemos mostrar y/o dejar- donde consta que se pidió una reunión a la Directiva del 
Nuevo Banco Comercial porque hay Carteras que se encuentran allí y otras en Thesis. Y lo que es peor -y esto ya lo dijimos en la 
primera reunión que mantuvimos con ustedes- de un trabajo estadístico realizado por el estudio del contador que nos asesora, 
Jorge Kotsachis, se desprende que el 92% de los deudores del Banco Comercial no sabe dónde están sus Carteras. Entonces, 
nosotros, que tenemos voluntad de pago, ¿a quién le pagamos, si no se sabe dónde están nuestras Carteras? ¿A qué llamamos 
voluntad de pago cuando vemos que hay compañeros que pagaban cuotas, por ejemplo, de U$S 300, U$S 350 ó U$S 400, a 
quienes les quedaban, quizás, de seis a ocho años para terminar -aclaro que no es mi caso- y se encuentran con el reclamo de 
que, aparentemente, habría que liquidar estas deudas en 36 cuotas? Ahora bien, yo pregunto: ¿si no se podía pagar una cuota de 
U$S 350, se van a poder pagar U$S 800 ó U$S 900, como se está reclamando? 


Por un lado, el Gobierno dice que el país está en una situación económica muy difícil y le niega al PIT-CNT el salario mínimo 
reclamado de $ 3.000 porque no se puede pagar. Pero las otras preguntas que nos volvemos a hacer son ¿los deudores vivimos en 
una isla? ¿No hemos perdido poder adquisitivo? ¿No hemos perdido trabajos? Y hasta algunos que ganaban en dólares en sus 
empleos ¿no han tenido que aceptar que se pesificaran sus sueldos? Entonces, ¿de qué estamos hablando y dónde estamos 
parados? 


Sin embargo, para no seguir en lo mismo queremos demostrar y expresarles a ustedes que nosotros sí somos deudores con 
voluntad de pago, de lo contrario, hoy no estaríamos aquí, no nos hubiéramos reunido con Thesis, no hubiéramos pedido una 
reunión con la directiva del nuevo Banco Comercial y no estaríamos hace tres años luchando. Además, no habríamos presentado 
un proyecto -que está durmiendo por ahí- y en la anterior reunión no hubiéramos presentado un trabajo -que se les dejó a ustedes 
mismos- que busca una salida al tema del endeudamiento y que no es nada descabellado, porque creo que soluciona el problema 
de los ahorristas, que son la otra cara de esta moneda. En ese trabajo, si los señores Senadores lo han conservado -porque, 
reitero, se lo dejamos- podrán ver que figura la tarea realizada por nosotros. 


Lo que queremos manifestar hoy aquí -después el contador les va a hablar más técnicamente del tema- es que estamos haciendo 
esta reseña desde el punto de vista gremial -aunque esto no es un gremio porque el hilo conductor que nos une a los deudores son 
las deudas y existe una heterogeneidad muy grande de clases sociales- y queremos que de una vez por todas el Gobierno tome 
conciencia de que de esto hay que salir con una medida coherente, responsable y con el mínimo de costo social. Sin duda alguna, 
de las crisis siempre se sale, pero hay que ver de qué manera y cómo salen los que lo hacen. 


Si el Gobierno no se hubiera propuesto, como elemento número uno, un Plan de Emergencia como el que tiene en la tapa del libro, 
quizás se podría decir que este país está bien, pero no es así y nosotros vivimos en este país. 


Entonces, lo que decimos -y esto se desprende de las anteriores reuniones- es que no hay pautas ni parámetros. Por ejemplo 
Thesis, si bien es cierto que manifestó y demostró una enorme voluntad -y corresponde decir que fuimos bien atendidos- nos sigue 
dando la misma sensación de que estamos parados arriba de un flan que se hamaca hacia un lado y hacia el otro y las soluciones 
no se han concretado porque faltan pautas y directivas que debería mandar el Gobierno. 


Aquí apelo a todos los Legisladores que están presentes para que se olviden de una vez de las banderías políticas, porque la 
solución para el endeudamiento y para la clase trabajadora de este país no tiene banderas, son soluciones uruguayas y tenemos 
que buscarlas. No importa si la propone un blanco, un colorado o un frenteamplista pero, de una vez por todas -y no quiero faltar el 
respeto- pido que tomen conciencia y tengan la responsabilidad de darse cuenta de que aquí hay mucha gente que está quedando 
por el camino. 


Queremos dejar bien claro que no estamos representando a ningún deudor contumaz; todos los deudores que nos respaldan es 
gente que se ha endeudado para comprar su única vivienda o algún vehículo de trabajo o para reciclar alguna pequeña empresa o 
algún lugar de trabajo. Ninguno de los deudores que nosotros representamos -que podemos asegurar no son pocos; son más de 
mil personas que firmaron una demanda al Estado y al viejo Banco Comercial- tenemos problemas en que se levante el secreto 
bancario. No tenemos nada que esconder, pero les pedimos que, de una vez por todas, las directivas que tienen que llegar, sean 
del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo, sean claras y precisas, y apunten a tener la cintura -que aparentemente no tiene la 
empresa Thesis- para buscar una solución coherente, responsable y humanitaria que requiere. 


No quiero ahondar en esto, porque si nos ponemos a hablar de todas las situaciones de endeudamiento, probablemente no nos 
alcance el día. Simplemente, nuestra intención es dejar bien en claro que nosotros tenemos voluntad de pago, que queremos que 
se busque una solución y que estemos en ese camino. 


Ahora bien, en lo que tiene que ver con la parte técnica, el contador Kotsachis va a hacer una exposición y a explicar mejor que yo 
el tema. 


Hasta aquí lo que quería decir. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Voy a contar qué ocurrió luego de que nos fuimos de aquí, donde presentamos un trabajo estadístico y, a su 
vez, una propuesta, un proyecto de solución. 


Concurrimos al área ejecutiva del Ministerio de Economía y Finanzas, hablamos con Antía y rápidamente conseguimos una reunión 
con Thesis. Debo decir que me encontré con una empresa bastante más organizada que lo que había encontrado cuando hice mi 
primera exposición ante esta Comisión, una empresa que nos recibió con sus principales directivos, dos mexicanos y dos 
representantes nacionales. O sea que fue una reunión de alto nivel. Allí se expuso, a grandes rasgos, cuál era el camino que 
habíamos seguido y también algunas apreciaciones de índole subjetiva y lo cierto es que encontramos bastante buena voluntad de 
parte de la empresa. 


Debo decir, en primera instancia, que los representantes mexicanos a cargo de Thesis, sobre todo uno de ellos, tiene un 
conocimiento bastante interesante en aspectos financieros. Con él intercambiamos algunas opiniones y nos habló de algunas 
cosas que quisiera comentarles, a pesar de que no son demasiado fáciles de entender para quien no tiene conocimientos 
financieros. De cualquier modo, trataré de ser lo más claro posible. Por ejemplo, nos planteó hacer un fideicomiso parecido al que 
nosotros propusimos aquí, pero hay algunos aspectos que tienen que comenzar en una negociación. Independientemente de que 
saben mucho en el área financiera y a pesar de que hace un tiempo que están en el país, desconocen muchos hechos. Yo les 
hablaba, entre otras cosas, de que para nosotros es fundamental -diría más que fundamental, indispensable- que un porcentaje de 
los ingresos del núcleo familiar sea lo que marque la cuota. Ese es un aspecto básico para comenzar en una figura financiera de 
ese tipo. De lo que se trata es de generar un fondo en un fideicomiso que después pueda ser negociado. No hay que olvidar aquí 
que esta firma tiene un contrato por tres años y, además, que es una empresa privada. 


Esto es, una solución que les reporte un beneficio y que, a su vez, sea de índole social. Es así que se trataría de vender ese 
fideicomiso. Quiero dar un ejemplo, por decir algo; supongamos que si tuviéramos un fideicomiso con U$S 2:000.000 se generaría 
un fondo con el 20% de los ingresos del núcleo familiar de U$S 30.000 por mes. Entonces, se trataría de vender esa Cartera de 
U$S 2:000.000 a inversores a un precio que marcará el mercado -en este caso ellos- que, insisto, generaría ese fondo de U$S 
30.000. De esta manera se saldría al mercado y se preguntaría cuánto vale dicha Cartera y qué disposición hay de comprarlo. Se 
trata de una alternativa que si bien respeta el caso a caso -que nosotros hemos tratado de mantener- también es una solución 
orgánica para el grupo de deudores. Quiere decir que increíblemente cuanto más seamos, más beneficiosa puede ser la salida. 
Además, como nosotros somos un grupo, parecerá otro dentro de Thesis. 


¿Con qué escollo nos vamos a encontrar seguramente? Con el famoso porcentaje de los ingresos; con respecto a este punto 
tenemos que conversar con Thesis y creo que podemos llegar a un acuerdo. Por otro lado, si no se alcanza un acuerdo o si se 
necesita el aval político, trataremos de sensibilizarlos -como lo estamos haciendo- porque Thesis seguramente va a pedir algunos 
beneficios en el ámbito político. Eso se manejará. 


El otro gran tema -que a mí me preocupa mucho- es el plazo. ¿Qué es lo que pasa? Hay algunos créditos que si ustedes toman el 
20% de los ingresos habría muchísimo tiempo para pagar, puesto que el plazo sería muy largo. Entonces, ahí tendríamos que 
encontrar alguna solución con la fijación de algún plus en la cuota, que permita asegurar, por ejemplo, que cuando se llegue a los 
15 años las cuotas queden vencidas. 


Otro elemento que también está en discusión en este momento con Thesis, es que cuando se venda la Cartera las hipotecas 
actuales se prorroguen a 15 años. Entonces, sabemos que con el 20% de los ingresos del núcleo familiar en 15 años se extinguiría 
la deuda, es decir que ese tiempo la pagaríamos. Por lo tanto, generaríamos una solución social, pagable para la mayoría de los 
deudores. 


En este momento hemos encontrado buena disposición de la firma Thesis y hay algunos elementos que están siendo barajados. Es 
más, creo que debemos tomar confianza porque se trata de gente que viene de hace dos o tres años sin saber dónde estaba su 
crédito; hay algunos que están en el Nuevo Banco Comercial y queremos saber si eso se puede o no pasar a Thesis. 


En definitiva, digo que si nosotros encontramos una solución para este grupo, ella puede extrapolarse y ser definitiva para este 
problema, que tenga en cuenta las pautas que se han manejado hasta ahora del caso a caso. El resto es otro problema, que no 
técnico. 


SEÑOR FERNANDEZ.- He prestado atención a lo que manifestaron los señores Legisladores y, si no me equivoco, se preguntó el 
porqué de un plazo de 15 años. Ese período se debe a que hay compañeros -reitero que no es mi caso- que tienen deudas a 8, 9 ó 
10 años. Si no hubiera ocurrido nada -lamentablemente, a veces vemos que desde tiendas políticas se actúa como si en este país 
no hubiera pasado nada- en el año 2002 había compañeros que tenían deudas a saldar en 8, 9 ó 10 años. Es imposible pensar que 
en 36 cuotas puedan dar cumplimiento a ese pago. Hay mucha gente que necesita plazos mayores y es por eso que estamos 
hablando de 15 años. 


Me gustaría saber si quedó clara la explicación porque nosotros estamos aquí para que nos entiendan. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Cabe aclarar que el plazo de 15 años se manejó como un elemento subjetivo. Creemos necesario realizar, 
junto al estudio de los ingresos familiares, un análisis de la edad -este es un elemento técnico que se utiliza en los seguros- que va 
a ser lo que determine el plazo final. El plazo de quince años es un ejemplo pero, reitero, esto es un elemento técnico que surgirá 
del estudio de las edades de los deudores. 


SEÑOR PERDOMO.- El señor Fernández se refirió a la falta de pautas con respecto al modo en que se trata la deuda, en este 
caso, por parte de Thesis. Me gustaría conocer claramente cuál es la posición de los deudores en dólares -que están 
representados aquí- del Banco Comercial con respecto a las medidas de corte administrativo propuestas por el Gobierno. Al 
respecto quisiera saber si las pautas no son suficientes o lo que ocurre es que no se aplican en Thesis. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Como dijimos anteriormente, encontramos buena voluntad por parte de la empresa Thesis pero cuando le 
preguntamos si pensaban acatar las pautas dadas por el Ministerio, con respecto a encontrar una solución para el endeudamiento, 
nos dijeron que no. Hay que tener en cuenta que luego la conversación llevó a la búsqueda de un acuerdo y le hicimos saber a 
Thesis que esa podía ser la primera y última reunión o la primera de muchas reuniones y, por el camino que estamos transitando, 
todo indica que va a ocurrir esto último. Sin embargo, se nos hizo saber que, por ejemplo, en lo relativo al 20% y a los plazos, ellos 
no pueden decidir porque necesitan autorización del poder político -llámesele Ministerio de Economía y Finanzas, Banco Central, 
Poder Ejecutivo- para poder maniobrar. De todas formas, se mostraron interesados en buscar una solución, pero ocurre que los 
deudores queremos cosas concretas. A esta altura del partido, si no nos dan respuestas firmadas y concretas, nos dicen "buen día" 
y los deudores salimos a mirar si no está lloviendo. Entonces, estamos acá para ver si los Legisladores, que son parte del Gobierno 
y crearon esta Comisión para buscar una solución a este problema, pueden transitar ese camino y buscar elementos concretos 
para presentar a Thesis a efectos de encontrar una solución. 


Reitero que estamos trabajando en esto y vamos a tener otra reunión, pero siguen sin aparecer aspectos concretos por parte de 
quien debe proceder, que es el Gobierno. 


SEÑOR BRENTA.- En realidad, actualmente Thesis maneja un conjunto de Carteras a partir de una cesión producida en el período 
pasado de gobierno. Entonces, no me queda claro a que se refieren cuando hacen mención a una señal del poder político, más allá 
de la vía legislativa, lo cual sí tengo claro. 


Repito, aquí hay una empresa privada, que maneja una cantidad de Carteras, cedidas en el período del gobierno anterior, y que 
tiene determinados criterios. Nosotros estamos en conocimiento de situaciones en las cuales se han excedido los plazos de 36 
meses -suponemos y en algunos casos lo sabemos- por la ausencia de garantía. Y entonces allí hay flexibilidad. Por lo tanto, 
concretamente quisiera saber a qué se refieren. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Se dice que se trata de un contrato firmado supuestamente por la empresa Thesis y el gobierno anterior. 
Pero esto es como los matrimonios, es decir, si una persona se casa con un hombre divorciado, lo hace con él, con sus hijos, con la 
pensión alimenticia y con todo lo que involucra a esa persona. Este gobierno, sin duda alguna, tiene que tener la responsabilidad 
de heredar los compromisos adquiridos en el gobierno pasado. Todo hace prever que esto es así; si no lo fuera, lo veríamos como 
lavarse las manos. Deseamos creer que no. 


A título de ejemplo quiero citar el caso concreto de una compañera, a quien se la llamó 20 días antes de las pautas y le dijeron que 
su deuda era aproximadamente de U$S 9.500 -puedo errar por U$S 30- y que cancelaría con U$S 8.000 al contado. Luego de las 
pautas, que fueron el día 17 -más concretamente, 16 días después- nuestra compañera vuelve a llamar pensando que de lo que se 
desprendía de las pautas era, por ejemplo, que en el caso de las cancelaciones, las quitas podrían llegar, si fueran deudas 
menores a U$S 15.000, al 50%. ¿Es así o no? ¿Saben qué le dijeron? Que su deuda seguía siendo la misma; antes cancelaba con 
U$S 8.000 y ahora con U$S 8.400. Entonces, ¿de qué estamos hablando?. 


No queremos entrar en el tema de la ley. Si vemos que la norma -que creemos que es lo más adecuado- no va a ser aprobada, 
debemos fijar pautas que se cumplan. Lamentablemente esta película ya la vimos cuando se planteó la solución administrativa del 
ex-Ministro Atchugarry. En aquel entonces se dijo que no iban a haber ejecuciones durante los 30 días que duraba la solución para 
adherirse a ella, más los 15 días de la feria judicial. Sin embargo, en esos 45 días el Nuevo Banco Comercial ejecutó a 3 personas; 
supuestamente no se iba a ejecutar a nadie. Si quieren, podemos dar datos, pelos y señas de quiénes fueron ejecutados. 


En consecuencia, vemos que las pautas las cumple quien quiera. Si bien es cierto que no se quiere votar una ley, vemos con 
mucha preocupación que cuando el partido, hoy de gobierno, era oposición, nos decía que todos sus votos estaban para votar la 
ley y hoy vemos que no es así. Pero no importa; nosotros somos deudores con voluntad de pago y si acaso no existe una ley, 
queremos planteos concretos que sean responsables y razonables. Y cuando decimos razonables quiere decir que se planteen 
cuotas que la gente pueda pagar demostrando su voluntad de pago. Si una persona gana $ 1.000, no puede pagar una cuota de $ 
1.200, lo cual en muchos casos está sucediendo. 


Nosotros aspiramos a que este camino que empezamos a recorrer con la empresa Thesis, tenga un buen destino, pero tenemos la 
preocupación de que las pautas están en una nebulosa. 


Nosotros apostamos a las buenas intenciones de Thesis y a las nuestras -no les quepa ninguna duda de ello- y, en tal sentido, 
estamos buscando soluciones, pero no podemos ser más realistas que el rey. No podemos pagar lo que no tenemos y tampoco 
podemos pagarle a quien no sabemos que tiene nuestras Carteras. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Cuando me refiero a algunos elementos políticos que pueden estar incidiendo es porque, por ejemplo, si 
una solución del tipo de las que acabo de mencionar se dispara a un fideicomiso financiero, seguramente se va a precisar una 
institución financiera que haga de fiduciario. Allí puede aparecer el Banco de la República -o debería aparecer- y ello, seguramente, 
va a merecer una decisión política. Si, en otro ejemplo, se dispara hacia un fideicomiso administrativo, pues quizás, para 
contemplar todos los casos -hay algunos en los que se hizo una quita como las que se enmarcaron dentro de las pautas que 
determinó el Ministro de Economía y Finanzas- y liquidarlos dentro de un fideicomiso, se va a necesitar algún elemento 
bancocentralista que permita hacerlo. A eso me refiero cuando hablo de cierto tipo de ayuda en el sentido político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la comparecencia a esta Comisión pues la información que han aportado ha sido muy 
ilustrativa y la analizaremos para darle el apoyo que podamos, a los efectos de buscar los caminos de solución que estamos 
construyendo, teniendo en cuenta que los tiempos -aspecto en el que también los entendemos- para construir también hay que 
cumplirlos. 


SEÑOR SARAVIA.- Quisiera formularles una pregunta, ya que no sé si saben qué significa un llamado a licitación sobre Carteras -o 
llamado a precios- que está haciendo Thesis y que salió en la prensa el día viernes. 


SEÑOR KOTSACHIS.- No, señor Senador. Lo que hablamos con Thesis fue que, lógicamente, una vez elaborada una cartera 
corporativa para los deudores del Banco Comercial, cuando se habla de plazos que exceden el contrato que ellos tienen, la idea es 
salir a venderla a inversores. Inclusive, una posibilidad era la de securitizar a través de Bonos. Aparentemente, ellos ya hicieron un 


estudio y no tendrían posibilidad de llevarlo a cabo. De todos modos, se tiene que seguir trabajando sobre el tema. Por allí tenemos 
una veta para empezar a hablar. Pero ¡ojo!, seamos claros: estamos hablando con gente que, desde el punto de vista financiero, 
vuela. En consecuencia, tenemos que ir lentamente, fijando todas las pautas y teniendo mucho cuidado de no perjudicar al país. 


SEÑOR ASTI.- Quería agradecerles la exposición, muy ilustrativa, que nos han hecho desde el punto de vista de la novedad del 
instrumento. 


A la vez, deseo dejar planteado que, precisamente, uno de los objetivos presentados por el Gobierno el día 17 de mayo era el de 
habilitar a que las partes pudieran acercarse a negociar. 


En ese sentido, este es un buen ejemplo, sobre todo, cuando anteriormente cada uno de nosotros había recibido la posición de los 
deudores en dólares. En realidad, no había perspectiva de negociar con Thesis, sin embargo, hoy eso se está logrando con un 
planteo diferente y más atractivo. Pienso que eso fue lo que habilitó las pautas de negociación que el Gobierno ha dado. Cabe 
aclarar que siempre se dijo que no son pautas de obligatoriedad para todos por igual, pues es obvio que todos tienen una 
obligación diferente, en tanto unos son representantes directos del Gobierno como acreedores públicos y otros, privados. 


Lo cierto es que aquí ha habido un cambio de actitud de parte de este acreedor tan importante que tiene a su cargo 22.000 
deudores en su cartera. Por estas razones, nos alegramos de que se inicien estos caminos en la búsqueda de soluciones creativas. 


Por otra parte, no dudo de la capacidad del colega con el que he hablado muchas veces y sé que va a poder seguir llevando 
adelante todo este proceso. Tal como señalaba el señor Presidente, a eso habrá que agregar el seguimiento que pueda hacer la 
Comisión de todos estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalmente, agradecemos la presencia de esta delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de La Unión de Deudores del Banco Comercial) 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, quiero señalar que al principio de la sesión se distribuyó un proyecto de ley que fue presentado por la 
Bancada de Gobierno en la Cámara de Representantes, el cual entró en el último minuto de la última sesión. Esta iniciativa intenta 
cubrir uno de los aspectos que se mencionaba en el documento presentado por el Gobierno, que tiene que ver con la creación de 
un registro de acreedores fuera del sistema financiero, que incluye también la posibilidad de que los deudores puedan presentarse 
en dicho registro para verificar el cumplimiento de los tres objetivos. Esos tres objetivos son: defensa de los consumidores de 
servicios financieros; la cuantificación, caracterización y regulación de esta área de actividad y el control del cumplimiento de las 
normas tanto de fiscales como de usura, y la prevención de cláusulas abusivas y posición dominante. 


Repito que este proyecto de ley, tal como lo dice la exposición de motivos, intenta abrir un ámbito de consulta y, para mejorarlo, 
realmente se pretende recibir varios aportes. Eso lo haremos en la Comisión de la Cámara de Representantes y, obviamente, 
estamos abiertos a recibir las sugerencias de los miembros de esta Comisión. Lo presentamos aquí porque la temática tiene que 
ver con lo que se está tratando y es el cumplimiento de uno de los puntos, si no me equivoco el 5%, que habíamos incluido en el 
documento del 17 de mayo. 


SEÑOR HEBER.- Quiero plantear dos temas que tienen que ver con el funcionamiento de la Comisión. 


Los lunes a las 15 horas generalmente me tengo que ausentar, en parte, de esta Comisión porque integro la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión. Con esto me estoy excusando por el hecho de no saber si han tratado o no un tema que quien 
habla, por lo menos, viene siguiendo a medida que van avanzando los trabajos de esta Comisión de la Asamblea General relativo a 
aquellos deudores que se ampararon en el pasado a otro tipo de medidas. La solución administrativa que está implementando el 
Gobierno también contempla a aquellos que se acogieron al Cupón Cero o a aquellos que hoy se mencionaba se ampararon en la 
resolución administrativa del ex Ministro de Economía y Finanzas, Alejandro Atchugarry. 


Lo que sucede es que hay gente que va al Banco de la República y le quieren cobrar por el Cupón Cero una tasa de interés de 
9,85%. Con toda lógica ellos me están llamando y preguntándome: Muy bien, aquellos que no se ampararon, que no vienen 
pagando, hoy tienen esta otra oportunidad de presentarse en el Banco de la República -o en otro banco- y tener una tasa del 6,5% 
que, más o menos, es de lo que se está hablando; en cambio nosotros, que creímos en el pasado y nos pusimos en el Cupón Cero, 
¿no tenemos la posibilidad de abandonarlo y ponernos en esta nueva solución administrativa? 


Estoy seguro que no me pueden responder en el día de hoy sobre este tema, pero me parece de capital importancia saber qué es 
lo que le podemos responder a esta gente que nos está llamando y que son varios. Sin meterme en los pagos de mi correligionario 
y amigo, Eber Da Rosa, las preguntas vienen, sobre todo, de Tacuarembó. Reitero que no sé que contestarle a esta gente porque, 
como expliqué, no sé si este tema fue tratado por la Comisión o si seguimos hablando de las posibilidades de aquellos que no se 
ampararon. Pregunto: los que se ampararon, ¿tienen o no la posibilidad del reenganche? 


Quiero trasladar al Presidente de la Comisión esta inquietud de modo tal de poder brindarle una respuesta a esta gente, así como 
también excusarme porque tengo que ir a otra Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a responder el cincuenta por ciento al señor Senador Heber y vamos a tratar de ver cómo hacemos 
para cambiar el horario en que sesiona esta Comisión. Habíamos elegido esta hora porque sabemos que hay Legisladores que 


vienen del interior. Me parece que si alguno de ustedes tiene otra idea, podemos coordinarlo mejor. Además, aclaro que no es 
problema de la Presidencia. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


- De acuerdo a lo conversado, la Comisión empezará sus sesiones a las 13 horas. 


SEÑOR BRENTA.- Hay una solicitud de entrevista de un grupo de funcionarios públicos de distintas reparticiones del Estado que 
solicitan préstamos a la Caja Nacional que han visto recortados los plazos, a partir de una resolución del año 2004, en la cual se 
pasó de un régimen de cuarenta meses a uno de veinticuatro que era el régimen original. El otro era el régimen de excepción, pero 
se había extendido de una forma, aparentemente, muy amplia. 


El Banco de la República en setiembre u octubre del 2004 sacó una resolución que dejó en una situación difícil a un conjunto de 
funcionarios públicos que, obviamente, vieron modificada su situación desde el punto de vista del encare de su economía familiar. 


Lo que estamos considerando es la posibilidad de recibirlos la semana próxima -en la medida de lo posible- a los efectos de 
abordar esta problemática y poder intercambiar ideas con el Directorio del Banco de la República acerca de cuáles son las 
alternativas que existen. 


SEÑOR HEBER.- ¿Y el otro 50% de la respuesta? Bueno, queda pendiente. 


SEÑOR OLANO.- Quisiera poder disponer de cinco minutos para poder conversar un poco sobre las pautas del Directorio del 
Banco República porque hay gente que me ha planteado algunas inquietudes que quisiera poder responder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que sería mejor recibir primero a las delegaciones que están esperando y luego continuar con 
la reunión. 


(Ingresa a sala la delegación de la Asociación de Deudores en Dólares del Banco Comercial) 


- La Comisión tiene mucho gusto en recibir a la Asociación de Deudores en Dólares del Banco Comercial, a quienes cede el uso de 
la palabra. 


SEÑOR BOGA.- Me llamo Carlos Boga y soy Presidente de la Asociación. Quiero aclarar que por razones ajenas a nuestra 
voluntad y debido a una confusión, en el día de hoy han concurrido aquí dos organizaciones diferentes de deudores en dólares del 
Banco Comercial. 


En principio, hemos traído algunos documentos de breve extensión con relación a preguntas concretas que queremos formular a 
los integrantes de esta Comisión sobre las dudas que tenemos y las que hemos observado también tienen muchos Legisladores, 
quienes han manifestado un cierto desconocimiento. Intentamos que fueran lo más escueto posibles a los efectos de que pudieran 
ser leídos por todos los señores Legisladores y que no resultaran un boniato pesado. 


Puntualmente, somos deudores en dólares del Banco Comercial que estamos dentro de la empresa Thesis, la que se encarga del 
recupero. Somos pequeños deudores que representamos familias y, por consiguiente, personas. Cada deuda nuestra está 
compuesta por un promedio de cuatro integrantes, entre deudor, codeudor y el componente familiar de los hijos. En este momento 
estamos teniendo enormes dificultades y nos gustaría saber si los señores Legisladores tienen un conocimiento real acerca de la 
situación que estamos atravesando con esta empresa, que desde hace ya casi un año está haciendo las gestiones de cobro. Dicha 
empresa ha firmado un contrato de recupero con el Gobierno anterior, por lo tanto, no es un instrumento financiero donde podamos 
tener posibilidades de negociar, partiendo de la base de lo que era nuestro compromiso cuando nos endeudamos en dólares. 


Y cuando nosotros nos endeudamos en dólares, independientemente de presentar las garantías, presentamos nuestros ingresos. 
El 20% de los mismos era lo que iba para pagar las cuotas, ya sea de las viviendas o de las herramientas que comprábamos. 
Entonces, se hacía un estudio no solamente de la garantía, sino también de las posibilidades reales de pago. En aquel momento 
había una banda de flotación y el dólar estaba con 0,6% mensual de pauta devaluatoria; hoy, al estar el dólar libre, se genera una 
determinada incertidumbre en cuanto a lo que puede pasar. 


Pero lo que consideramos más importante en todo este período de tiempo es, en primer lugar, que volvemos a reclamar -y si no 
fuera así, pedimos a esta Comisión que nos lo explique y nos dé respuestas claras en ese sentido- que el Parlamento legisle en 
este tema del endeudamiento. De lo contrario va a pasar mucho de lo que decía el señor Presidente, Eduardo Ríos, es decir, que 
va a aparecer un amplio espectro de organizaciones de deudores porque hay categorizaciones y situaciones diferentes que se han 
generado a partir de la crisis del 2002. 


Nosotros aquí traemos, entre otras cosas, datos muy precisos con respecto a algunos deudores que se han presentado a buscar 
una instancia de solución en Thesis. Por ejemplo, un compañero, en setiembre de 1999, recibió U$S 16.837 como préstamo 
inmobiliario, a pagar en 240 cuotas -es decir, a veinte años- de U$S 265,76. Pagó puntualmente hasta el momento de la 
devaluación, 34 cuotas por un monto de U$S 9.035. ¿Qué plan le puede ofrecer Thesis? ¿Treinta y seis cuotas de U$S 1.520? 
Tenemos datos de varios casos así. Otro deudor pagaba cuotas de U$S 340 y hoy le están reclamando cuotas de U$S 975. 


Entonces, nosotros creemos que necesitamos un instrumento financiero con el cual podamos negociar, independientemente de 
que, reiteramos, consideramos que tiene que salir una ley para el endeudamiento en general. Pero en este caso estamos hablando 
de un caso muy particular que tiene que ver con la empresa Thesis. 


También debemos destacar que esta empresa, por una característica propia de su funcionamiento, a deudores menores de U$S 
15.000 no atiende en el mostrador, lo hace solamente vía telefónica; recibe, escucha, discute y presiona mucho. Les plantea el 
caso a la familia, a los hijos y hasta a la empleada le dicen, si atiende el teléfono: "Bueno, mire que el señor debe tanto y debe 
pasar urgentemente a pagar tanto de tanto". 


A este respecto, han dicho claramente que no reciben a deudores menores de U$S 15.000. Sí hemos comprobado que hay un trato 
especial para los deudas mayores, ya que deudores que deben U$S 50.000 ó U$S 100.000 son recibidos y tienen un ámbito de 
conversación por el que hay posibilidades de quita y de financiación. 


Lo que nosotros planteamos en este caso como denuncia es, concretamente, que aquí se ven absolutamente más perjudicados los 
que menos deben. Es decir que aquellos deudores que están en grandes problemas por razones laborales, familiares y que deben 
U$S 6.000, U$S 8.000 ó U$S 15.000 tienen más dificultades para poder buscar una solución que los que deben más de U$S 
100.000. 


En este contexto nosotros lo que tenemos pensado, más allá de dejar esta documentación, es plantear otra inquietud -que nos 
gustaría que nos respondieran- que es por qué razón, si el artículo 254 del Código General del Proceso dice que todo ciudadano 
tiene derecho a defenderse aunque no tenga dinero, tiene que pagar el 1% del Impuesto a las Ejecuciones. Digo esto porque 
cuando el Banco o la organización nos inicia la ejecución, antes de defendernos y poder presentar un escrito, tenemos que pagar 
ese 1%; estamos hablando, en muchos casos, de U$S 200, U$S 300, U$S 500 ó U$S 1.000, dependiendo del monto de que se 
trate. Queremos saber si este Cuerpo, esta Comisión, realmente no tiene posibilidades y potestades -ya que no se pudo lograr 
hasta el momento una suspensión de las ejecuciones por vía legal- para derogar la obligación de pagar ese 1%, o puede buscar 
otra alternativa, de manera que el deudor pueda sentirse alivianado de esa presión al momento de defenderse. 


El otro aspecto que queremos plantear a esta Comisión tiene que ver con algo que surge, precisamente, en la reunión que algunos 
compañeros que integran el Movimiento Nacional de Deudores tuvieron con el señor Presidente de la República, y que también lo 
hablamos con el señor representante Brenta en algún momento. Me refiero a una especie de Plan de Emergencia ll, que tuviera 
que ver con una oficina que relevara, en forma precisa, las personas afectadas por las deudas, que en cuanto a montos son los 
más pequeños numéricamente, pero que en cantidades son muchas más. Estamos hablando de pequeños deudores que tienen 
enormes dificultades, que están en el Clearing o que son embargados por U$S 2.000, U$S 3.000 ó U$S 5.000, pero que si se los 
suma se verá que la cantidad no es tan grave. Sí lo es que mucha gente está en esa situación y que, por distintas razones, no se 
puede organizar o no tiene un ámbito colectivo en donde plantear su problema o, simplemente, porque quienes estamos detrás de 
todo esto no tenemos respuesta. Creemos que esa sería una herramienta muy importante a los efectos de estudiar con precisión el 
grave problema que hay actualmente con el endeudamiento en el Uruguay. 


Otra de las cosas que planteamos tiene que ver con algo que dijimos anteriormente: la homogeneización en los criterios de cobro, 
que no lo tiene la empresa Thesis. Quisiéramos saber si los señores Legisladores tienen idea de cuál es el contrato de esa 
empresa y las características contractuales, a los efectos de conocer las potestades correspondientes. En algunos casos nos han 
manifestado que esa empresa podría acogerse al plan que había presentado el Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo 
Astori, pero vemos que en algunas oportunidades lo hace parcialmente y, en otras, no lo hace o, también, hay ofertas mucho 
mejores. Con esto quiero indicar que no hay una homogeneización, es decir, un criterio más o menos general para poder decir: 
"Nos vamos a presentar a resolver nuestra situación sabiendo que hay un criterio que regula el funcionamiento; si puedo me 
aproximo a ver cómo es el negocio, pero desconozco cuál va a ser el trato, si se va a limitar a ser un contacto telefónico y me van a 
decir que vaya y arregle porque, de lo contrario, me va a llegar la intimación". Si no tengo grandes posibilidades de negociar, no voy 
air. Seguramente, ahí se va a decir: "No se arrimó al Banco, así que no tiene voluntad de pago". 


SEÑOR BADAN!.- Simplemente, quiero agregar que, a veces, se pueden dar quitas, por ejemplo, pero el común denominador que 
vemos está ligado directamente a los valores de las garantías. Entonces, no podemos decir que se está haciendo determinada 
quita, porque lo único que se hizo fue sopesar la posibilidad de recupero de esa cartera. Además, cuando se trata de pequeños 
deudores, y se está hablando de que van a negociar, no se está equiparando la situación. Cito el caso particular de una persona 
que obtuvo un crédito pequeño con una buena garantía y no puede pagarlo; ese deudor va a ser ejecutado y no va a tener quitas. 
Mientras tanto, otro deudor que, quizás no tenía tan buena garantía, no se lo ejecuta o tiene una quita por ese valor. No estamos 
hablando de que haya un tratamiento igualitario, sino que, simplemente, se trata de una cuestión matemática: vale tanto la 
propiedad y, entonces, no hay quitas, o no vale y, por ende, se pueden hacer quitas. A nuestro juicio, se debe equilibrar esa 
situación de alguna manera. Por eso se propugna la búsqueda de un marco que dé la posibilidad de presentarse de otra manera 
ante ese acreedor. 


SEÑOR BOGA..- Otro aspecto que queremos resaltar, es el siguiente. 


En algunas instancias hemos escuchado noticias sobre la intención del Gobierno de desdolarizar la plaza. Quisiéramos saber si los 
señores Legisladores pueden respondernos qué posibilidades hay o qué instrumentos se estarían manejando para pesificar las 
deudas, sobre todo teniendo en cuenta que no sabemos cuál va a ser el futuro del dólar a corto, mediano o largo plazo. Tenemos 
algunos datos de lo que pueden ser los aumentos salariales en los próximos dos años, porque así lo han manifestado, al igual que 
el incremento de las pasividades. O sea que podemos tener una relación de nuestra situación en pesos, pero desconocemos lo que 
puede pasar en dólares sin haber una pauta devaluatoria. 


Además, nos gustaría saber qué posibilidades de pesificación existen, si están estudiadas y si ellas tienen que ver con el Indice 
Medio de Salarios o con el Indice de Precios al Consumo. En consecuencia, como aquí se habla tanto de Unidades Indexadas 
como de Unidades Reajustables, este aspecto no lo tenemos claro. 


Por otra parte, tampoco sabemos si la empresa Thesis puede manejar esa eventual posibilidad de presentarnos y pagar nuestras 
cuotas en pesos. 


Como verán los señores Legisladores, pertenecemos a un grupo de pequeños deudores dentro de una empresa -que no tiene el 
trato de una institución financiera- de la que desconocemos cuáles son sus características de fondo. Sí sabemos que el año pasado 
el Tribunal de Cuentas realizó algunas observaciones al contrato con esta empresa, pero ignoramos en qué quedaron las mismas. 
Por lo tanto, no sabemos cuál será el futuro de esta empresa. Una de las propuestas que recogimos como ciudadanos en el 


momento de la campaña electoral de este Gobierno fue, justamente, la de dar a todos estos temas contenido social y no 
meramente recaudatorio. Lamentablemente, debo decir que los números que manejamos son muy fríos y muchas veces ocurre que 
no tomamos en cuenta algunas cifras, porque nos parece que ellas no tienen importancia. Hay que recordar que en la empresa 
Thesis hay 22.600 endeudados y en el documento del Ministerio de Economía y Finanzas se dice que son 70.000 las personas 
endeudadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que cualquier idea que haya sobre un registro emergente de la reunión con el Movimiento 
de Deudores, a la que fui invitado por el señor Presidente de la República, será presentada en este ámbito. 


SEÑOR ASTI.- Deseo indicar que figura en el orden del día de la Cámara de Representantes un proyecto de ley que refleja la 
inquietud de nuestros visitantes y que tiene que ver con el pago del 1% en las ejecuciones judiciales. En este sentido, en la próxima 
sesión del Plenario se tratará, no la exoneración, sino la suspensión del pago hasta la liquidación final de la ejecución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a los representantes de la Unión de Deudores en Dólares del Banco Comercial su 
presencia en este ámbito. Sabemos que hubo alguna confusión a la hora de denominar a las organizaciones, pero si en algo pecó 
la Comisión fue en recibir de más y no de menos a nuestros visitantes, sin entrar a analizar cuál de todas tiene legitimidad o no. 


SEÑOR BOGA.- Agradecemos la atención que han tenido los señores Legisladores. 


Queremos dejar constancia de que nosotros no interpretamos el diálogo como la exposición o la denuncia de una de las partes, 
sino que lo entendemos como una ida y vuelta. Por lo tanto, lo que reclamamos de este grupo de señores Legisladores -Diputados 
y Senadores- es que, a la brevedad, nos pueda dar respuesta a los plazos que tenemos, en virtud de que la empresa Thesis no nos 
concede más de 36 cuotas y nosotros necesitamos plazos más largos. Además, queremos saber cuál es la relación contractual de 
esta empresa, si ella puede ser modificable o no y si nosotros podemos llegar a conseguir un instrumento financiero que pueda 
atender a este tipo de deudores que, para decirlo claramente, no tiene un Banco que los respalde. 


SEÑOR DA ROSA.- En virtud de que el Presidente se ha debido ausentar de Sala por unos instantes, agradecemos nuevamente la 
visita a nuestros invitados. 


(Se retiran de sala los representantes de la Asociación de Deudores en Dólares del Banco Comercial.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay -AFINDU-) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los representantes de la Asociación de Afectados por Intereses de Usura en el 
Uruguay (AFINDU) y les cedemos el uso de la palabra, pidiéndoles que de antemano se identifiquen, a efectos de dejar constancia 
de sus nombres en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ANEIROS.- Antes que nada, queremos agradecer a los miembros de la Comisión por recibirnos en la tarde de hoy. Si no 
me equivoco, disponemos de veinte minutos para hacer la exposición, por lo que trataremos de ser lo más breves posible y, para 
ello, hicimos un resumen. 


Lo primero que queremos aclarar es el propósito que nos mueve a presentarnos ante este ámbito. La idea no es hacer una 
exposición, dar nuestro punto de vista y darnos por satisfechos y por cumplidos en esta etapa. Nuestro interés es integrarnos al 
trabajo que ustedes están realizando, porque entendemos que hay necesidad de hacer un estudio permanente, ajustándolo sobre 
la marcha de acuerdo a cómo se den los acontecimientos, para ver si de una buena vez por todas podemos encauzar en forma 
razonable un problema de larga data en el país. 


Por estos motivos es que, ante todo, planteamos la necesidad de ser recibidos nuevamente por esta Comisión dentro del plazo de 
treinta días, para lo cual proponemos como fecha alternativa el próximo lunes 25 de julio. 


En relación con el perfil de endeudamiento de la población, diremos que se lo puede definir rápidamente en dos o tres pantallazos. 
En primer lugar, no es un problema menor. Para nosotros es el segundo gran problema que tiene Uruguay, después del desempleo. 


En segundo término, no se trata de un tema nuevo. Nuestra ONG, que es una asociación de consumidores de servicios financieros, 
considera que el tema arrancó hace cincuenta años, en 1955, y que tuvo dos hitos importantes en su historia: uno es la ruptura de 
la tablita en 1982 y el otro, más reciente, la crisis de 2002. 


En tercer lugar, entendemos que es un problema de muy difícil solución, que por algo lleva cincuenta años sin ser resuelto en el 
país y para el cual son impensables soluciones rápidas a corto plazo. Además, se ha agravado notoriamente en los últimos 
veintiséis años -1979-2005- por el fenómeno de usura; usura descontrolada en el país que está vigente desde el año 1979 y que, 
bajo un régimen de impunidad para el usurero, continúa vigente. Sólo se libra de la usura el 5% de la población activa y pasiva del 
país, es decir, 100.000 personas, que son las que cubren todas sus necesidades con pago al contado. El 95% restante, que en 
alguna oportunidad recurre al crédito, está inexorablemente alcanzado por la usura en el tiempo. 


Sobre la distribución de la población, manejamos, en grandes cifras, el siguiente panorama: trabajadores en actividad, 1:050.000; 
jubilados y pensionistas, 750.000; total de consumidores, 1:800.000; buenos pagadores -el 95% de la población- 1:700.000; malos 
pagadores -5% restante- 100.000. Nos interesa principalmente el sector de buen pagador, porque nuestra ONG no atiende al mal 
pagador. Estamos hablando de 1:000.000 de trabajadores en actividad y de 700.000 pasivos, lo que hace un total de 1:700.000 
personas. 


¿Qué incidencia tiene la usura en el endeudamiento interno de la población? Estudios realizados hace diez años por la economista 
Rosario Furest, en el Banco Central, señalaban que en el mercado parabancario la usura equivalía a 12 puntos del Producto Bruto 
Interno. Ahora bien, hay que tener en cuenta cuatro factores, desde aquella época hasta hoy. Uno de ellos es el vertiginoso 
crecimiento que ha tenido en el Uruguay el crédito al consumo o créditos a las familias; el segundo, es el creciente nivel de 
morosidad registrado particularmente en los últimos seis años -de 1999 a 2005-; en tercer lugar, el hecho de que la usura, en 
Uruguay, en el 90% o 95% de los casos, se verifica en los intereses moratorios; finalmente, la usura se manifiesta no sólo en el 
mercado parabancario, sino también en el financiero como ocurre con las tarjetas de crédito. Considerando, pues, estos cuatro 
factores entendemos que no es aventurado estimar que el negocio de la usura en el Uruguay ronda hoy los 20 puntos del PBI. 
Concretamente, nos referimos a una cifra de alrededor de U$S 2.600:000.000 anuales. 


Ahora correspondería hablar sobre nuestra opinión acerca de las pautas que fueron aprobadas por el gobierno. En general, 
compartimos integralmente las pautas aprobadas, aunque con una salvedad muy especial que indicaremos al final de nuestra 
exposición. 


Compartimos estas pautas, fundamentalmente, por cuatro razones. En primer lugar, porque no hay soluciones generales ya que se 
trata de casos diferentes. A vía de ejemplo señalamos que a ningún médico se le ocurriría recetar antigripales para tratar al mismo 
tiempo enfermos con gripe, cardiopatía congénita o un simple lumbago. En segundo término, en todos los casos se deben tener en 
cuenta tres factores: la historia de los pagos, la manifiesta voluntad de pagar y la capacidad de pago del deudor. En lo que tiene 
que ver con AFINDU, agregaría un cuarto factor que tiene que ver con la legalidad de la suma reclamada tema, por cierto, no 
menor. 


En tercer lugar, porque ampara exclusivamente al buen pagador y, justamente, AFINDU viene aplicando este mismo criterio desde 
que inició sus actividades hace ocho años. 


En cuarto término -y para nosotros el más importante- al final de la aplicación de las pautas la deuda queda limpia de usura: a) por 
la anulación del 100% de los recargos moratorios y, b) por el interés de actualización elegido, o sea, 6% en dólares que, a nuestro 
entender, es muy razonable porque permite al deudor sacarse un problema de encima y al acreedor le asegura cobrar un activo 
incobrable. 


¿Qué aspectos no compartimos? La solución no es vinculante. En efecto, no tenemos ni ley ni decreto y, por lo tanto, nadie está 
obligado a cumplir con estas pautas. Por esta razón, pedimos a los cuatro partidos políticos y muy especialmente al partido de 
gobierno que tiene las mayorías parlamentarias para resolver este tema, que todas estas pautas tengan carácter vinculante, ya sea 
por decreto o por ley. Reitero que este es el primer pedido que queremos hacer. Concretamente, durante el desarrollo de nuestra 
intervención, vamos a plantear varias iniciativas. Por esta razón pensábamos que sería necesario reunirnos en este ámbito 
nuevamente, por supuesto que dentro de un intervalo de tiempo razonable. No alcanza con que este marco regulatorio cuente con 
el aval del Poder Ejecutivo, con la mayoría parlamentaria y, probablemente, con la anuencia de los demás partidos políticos, así 
como también con el Fondo Monetario porque, el que no quiera cumplir con estas pautas no lo va a hacer. ¿Quiénes son los que no 
las quieren cumplir? Los usureros que son los directamente perjudicados por este paquete de medidas. Esto es así, porque se les 
termina un negocio que anualmente les reditúa U$S 2.600:000.000. Todo está muy bien, pero falta que la población buena 
pagadora, el millón setecientos mil uruguayos pueda contar, nada menos que con seguridad jurídica. 


Teníamos entendido que esta salida "administrativa" no había sido impuesta por el gobierno, sino que había sido consensuada con 
el sistema financiero. Pero, por ejemplo, sabemos que el Banco de Boston -no tenemos noticias que se haya opuesto, en estas 
discusiones previas, a estas medidas- sigue rematando inmuebles porque entiende, justamente -y a mi criterio con toda razón- que 
la resolución del gobierno no es vinculante. Entonces, si del propio mercado financiero se está actuando de esta forma, ¿qué 
podemos esperar del sector parabancario? Por ejemplo, COSSAC se le rió en la cara a una afiliada nuestra cuando se presentó a 
regularizar su deuda con la cooperativa en el marco de lo resuelto por el gobierno el 17 de mayo de 2005. 


El siguiente capítulo tiene que ver con quiénes son los usureros en el Uruguay. Así como hay deudores contumaces que siempre se 
las ingenian para no pagar, también hay acreedores contumaces que siempre se las ingenian para cobrar lo que legalmente no 
corresponde. Para el área de defensa al consumidor, ¿quiénes son los usureros? Nadie. Por ejemplo, en los últimos cinco años no 
constató ningún abuso financiero sobre 1:800.000 consumidores; y anteriormente, tampoco. Para el Banco Central, ¿quiénes son 
los usureros? Nadie. 


En los últimos veintiséis años no ha habido comunicación alguna a la población en este sentido. Sin embargo, extraoficialmente 
sabemos que son dos: a) Citibank N.A., que habría sido sancionado por usura, por la Administración anterior y b) Socur S.A., es 
decir, Creditel que, aunque no fue sancionado por el Banco Central, sí fue denunciado por usura ante la justicia, la cual, en 
definitiva, no le tipificó delito alguno. 


¿Quiénes son lo usureros para la Auditoría Interna de la Nación? En los últimos veintiséis años: nadie. ¿Quiénes son los usureros 
para AFINDU? En los últimos cinco años hemos detectado usureros que son bancos privados y públicos, Cooperativas de Ahorro y 
Crédito, Administradoras de Crédito, Tarjetas de Crédito, Escribanías y prestamistas particulares en dólares con garantía 
hipotecaria y los créditos "de la casa". Sobre este tema en particular -que nos preocupa enormemente porque este es el centro de 
actuación de la ONG- diremos que, dentro de la primer categoría: Bancos Privados, tenemos cinco: Citibank N.A., Bank Boston, 
Banco Comercial, Banco Santander y Discount Bank. En la segunda categoría, de los Bancos Públicos, tenemos dos: Banco 
Hipotecario y Banco de la República. Como saben los señores Legisladores, el Banco Hipotecario está excluido de las pautas; en 
cambio, el Banco de la República no. En ambos casos, la usura de los Bancos Públicos se debe a la mora. Por ejemplo, el Banco 
Hipotecario ha cobrado, en estos veintiséis años, siete veces más de lo que permite la Ley relacionada con la represión de la usura. 
Con respecto al Banco de la República, queremos dejar sentada nuestra total conformidad con la circular que aprobara 
recientemente el Directorio de la Institución, dirigida a todos los Gerentes del país, unificando criterios para tratar este tema, a 
efectos de que éstos no sean una República aparte. 


En tercer lugar, tenemos las "Cooperativas" de Ahorro y Crédito: a) Cooperativa Cash; b) Cooperativa Cossac; c) Cooperativa 
Caccsoe; d) Cooperativa Ceacs; e) Cooperativa Cosur; f) Cooperativa Coacc; g) Cooperativa Colón; h) Cooperativa Ocac; ¡) 
Cooperativa Asccan; j) Cooperativa Socaci; k) Cooperativa Coprobien (Cooperativa de la Previsión Social); l) Cooperativa Artigas y 


m) Cooperativa Codac. Estos acreedores contumaces son prestamistas particulares, que engañan a la población haciéndose pasar 
por "cooperativas de ahorro y crédito". 


Si bien formalmente son cooperativas correctamente constituidas, de cooperativas no tienen más que esa formalidad. Son 
oportunistas que, aprovechando que nadie los controla, se dedican a estafar a medio millón de uruguayos, rehenes de todo tipo de 
maniobras. Han crecido, como hongos, particularmente, en los últimos diez años: 1995-2004. Se caracterizan por abusarse de la 
población explotando el hecho de que nadie los controla: ni la Liga de Defensa del Consumidor, ni el Banco Central, ni la Auditoría 
Interna de la Nación. Se manejan al margen de la Constitución y de la ley, y especialmente no acatan la legislación que reprime el 
delito y el ilícito de la usura, artículo 52 de la Constitución, Ley N* 17.569, Decreto Ley N* 14.887, Ley N* 17.250 y artículo 2205 del 
Código Civil. 


La maniobra contra la población la hacían mediante la facultad que le otorgó el Legislador para las verdaderas cooperativas, de 
ordenar retener sueldos y pasividades. ¿En qué consiste la maniobra? Vamos a dar un ejemplo que nos ocurrió en la realidad. Una 
señora jubilada del Banco de Previsión Social, solicitó en el año 1999, a uno de estos acreedores contumaces, $ 5.000 pagaderos 
en doce cuotas de $ 550 cada una. La señora pagó, mientras pudo, $ 30.000 en el período 1999 a 2003. Pero como en el año 2003 
la cooperativa le siguió descontando a razón de $ 1.000 mensuales, se presentó al área de Defensa del Consumidor para ver en 
qué momento terminaría de cancelar su deuda. Es en ese momento que se cita al acreedor y éste señala que todavía falta pagar $ 
200.000 para cancelar. Evidentemente, el préstamo amortizable devino en una renta vitalicia para el Contraventor. Por más años 
que viviera la señora, nunca ¡iba a terminar de pagar la deuda; por el contrario, al momento de su muerte, iba a ser sustancialmente 
mayor. 


¿Qué hizo Defensa del Consumidor? Absolutamente, nada. ¿Qué hizo la Auditoría Interna de la Nación? Absolutamente, nada. 
¿Qué hizo AFINDU? Lo publicó en los diarios y nosotros demandamos judicialmente al acreedor contumaz, quien terminó 
perdonando los $ 200.000 que, abusivamente, estaba reclamando. Es el caso de la señora Estela Tonossi y la Cooperativa es 
Cossac. 


El organismo de control es la Auditoría Interna de la Nación. Pedimos al Gobierno, en nombre de medio millón de compatriotas 
perjudicados por las maniobras de estos contraventores de las normas que rigen la actividad económica y financiera de estos 
organismos de préstamo: 


a. El cese inmediato de toda autorización para retener sueldos o pasividades por parte de estas trece empresas 
contraventoras. Nos referimos a las trece pseudo cooperativas enunciadas precedentemente. 


b. Que la Auditoría Interna de la Nación cumpla con la finalidad de controlar a estas verdaderas organizaciones para delinquir, 
pidiendo a la Justicia la intervención correspondiente. No es de recibo la excusa de que la Auditoría carece de personal para 
controlar a estas organizaciones. 


Cc. Que se autorice de inmediato la contratación de una Auditoría Externa Independiente, a la que se le encomendará realizar 
dicha auditoría a fondo, a efectos de determinar los perjuicios económicos realizados contra una población indefensa 
durante el período 1995-2004, con informe mensual de avances sobre la tarea encomendada. 


La estimación de la población perjudicada por estos acreedores contumaces, es la siguiente: cooperativa Cash, 100.000 afiliados; 
cooperativa Cossac, 50.000 afiliados; cooperativa Caccsoe, 40.000 afiliados; cooperativa Coprobien, 30.000 afiliados; y las otras 
nueve, a un promedio de 30.000, serían 270.000 afiliados. Total estimado: 490.000 uruguayos perjudicados. 


Usureros bajo la modalidad de Administradoras de Crédito: 1) Oca S.A. (Bank Boston); 2) Socur S.A. (Creditel); 3) Créditos 
Directos; 4) Consorcio del Uruguay; 5) Pronto Crédito; y 6) Acre. 


Tarjetas de crédito: Visa del Citibank, del Banco Comercial, del Banco de la República y del Banco Hipotecario del Uruguay; Master 
Card del Citibank, del Banco Comercial, del Banco de la República y del Banco Hipotecario del Uruguay; Oca Card del Bank 
Boston; Plata del Banco Santander; Credisol del Banco Santander; y Diners del Citibank. 


Escribanías que prestan dinero a tasas de usura: 1) Lourdes Moreno, expulsada de la Asociación de Escribanos del Uruguay; 2) 
Puzynin 3) Mañana; 4) Haendel; y 5) Zito. 


Prestamistas particulares en dólares con garantía hipotecaria: 1) Centro Hipotecario del Uruguay, familia Wolfsohn, hoy intervenido 
por la Dirección General Impositiva; 2) Armon y Montana; 3) Laky S.A. (Samuel Lakierovich); 4) Inmobiliaria Perelman; 5) Ferreira 
Pavlic; 6) Ida Aliskevich; 7) Faride Asallas. 


Créditos "de la Casa": Silca S.A. (automotora), Retop S.A. (Préstamos de Materiales de Construcción), Canus S.A., (Via Confort), 
(Electrodomésticos), Chele Calzados (zapatería), y Laser T.V. 


¿Por qué existe la usura en el Uruguay? A nuestro juicio cinco son las razones. En primer lugar, tenemos al Banco Central del 
Uruguay, ya que durante más de 26 años violó el artículo 52 de la Constitución al tomar la decisión política de no controlar a los 
Bancos ni a las Administradoras de Crédito. 


Solicitamos al nuevo Gobierno: a) el más absoluto respeto de la Constitución y las leyes por parte de esta institución. B) El cese o 
separación inmediata del cargo del señor Director de la Superintendencia de Control Financiero, doctor Fernando Barrán, no siendo 
de recibo la excusa de que por ley tiene un contrato por ocho años. La acusación que le hacemos es por omisión en los deberes 
del cargo. c) Pedimos que una Auditoría Externa independiente que examine a fondo el período 1979-2004, debido al descontrol 
financiero que se produjo en ese lapso por parte de la Superintendencia de Control Financiero. 


En segundo término, está el área de Defensa del Consumidor, que tomó la misma decisión política de no controlar, bajo la 
Superintendencia de la Dirección General de Comercio y del Ministerio de Economía y Finanzas, durante el período 1995-2004. Por 
tal razón pedimos a las nuevas autoridades: a) la remoción inmediata por omisión de los deberes que corresponden al cargo de la 
Encargada de Despacho, escribana Susan Weisel; b) la investigación sumarial de todo el equipo del área financiera también por 
omisión de los deberes correspondientes al cargo y c) la auditoría correspondiente por el referido período. 


En tercer lugar, existe usura en el país porque durante el mismo período la Auditoría Interna de la Nación, en notoria omisión de sus 
deberes funcionales, hizo la vista gorda a todas las irregularidades cometidas por parte de las trece cooperativas de ahorro y 
crédito anteriormente mencionadas. Por tal motivo, también pedimos que se realice un dictamen de auditoría a escala 
independiente. 


En cuarto lugar, se debe también al Poder Judicial ya que durante estos últimos 36 años no ha controlado la usura tanto penal 
como civil. Por consiguiente, solicitamos a la Suprema Corte de Justicia que adopte, en el ámbito de su competencia, todas las 
medidas que entienda necesarias para que nuestro Poder Judicial condene, como lo ordena la Constitución y las leyes, las 
prácticas realizadas de usura que asolan nuestro país desde hace 26 años. 


Por último, también le asignamos responsabilidad a este Poder Legislativo que a nuestro juicio ha estado omiso a la hora de 
legislar en dos aspectos: la penalización a través de normas claras de la usura penal, entendiendo conveniente en este aspecto 
específico que el Banco Central fije topes máximos de usura y que todo aquel que lo supere vaya preso. Esto era lo que teníamos 
en el período 1972-1977, a través del artículo 7” de la Ley N* 14.095, pero que luego la dictadura, violando la Constitución, lo 
modificó en el año 1979 mediante el Decreto-ley N* 14.887 cuyas repercusiones rigen hasta nuestros días. Digo esto porque 
después de 26 años todavía se sigue sin legislar en materia de banco de datos, lo cual permite al Clearing de Informes manejar a 
su antojo información confidencial de 1:700.000 uruguayos, arrasando con la mayor parte de los derechos constitucionales de la 
ciudadanía, incluido el derecho al trabajo y la inscripción en los registros de morosidad sin el control previo de legalidad y suma 
reclamada. Esto ha llevado al absurdo de que más de 600.000 compatriotas estén inscriptos como morosos por deudas que son 
realmente inexistentes, entre otras joyas de similar especie. 


Por otro lado, no basta con legislar, también hay que controlar que las leyes se cumplan. Precisamente, hemos visto durante 26 
años la omisión, a nuestro juicio, del control parlamentario que prácticamente ha sido inexistente en lo que tiene que ver con la 
violación de las leyes que combaten la usura en el país. 


Por tanto, solicitamos a la actual Administración que ni un solo peso más del Estado salga de los denominados "fondos públicos" 
para financiar a un instrumento de la usura como sin duda lo es el Clearing de Informes, extendiendo lo propio a las 19 
Intendencias Municipales del país. 


Resulta agraviante para nuestra población que el Estado llegue al colmo de financiar a empresas privadas, más aún cuando se 
trata de aquellas que se dedican notoriamente y en forma irresponsable a cometer todo tipo de abusos contra 1:700.000 
ciudadanos. 


Por último, quiero hacer una solicitud especial. Pedimos a los señores Legisladores que la versión textual de la intervención de 
AFINDU del día de fecha se envíe a la Presidencia de la República, a la Suprema Corte de Justicia, al Banco Central del Uruguay y 
a las 19 Intendencias Municipales del país. 


Esta es la propuesta que queríamos exponer ante los señores Legisladores. Con mucho gusto estamos a vuestra disposición por 
cualquier consulta que se desee realizar. Asimismo, vamos a entregar a la Comisión un memorándum que relata lo que acabamos 
de mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia va a hacer moción para que la intervención de AFINDU sea enviada a donde solicita el 
señor representante de la Asociación. 


(Se vota:) 
. 12en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Agradecemos a la delegación de AFINDU por la detallada exposición que realizaron y quedamos a las órdenes para lo que deseen 
plantear. 


(Se retira de Sala la delegación de AFINDU.) 


(Ingresan a Sala la Mesa de Gremiales Lecheras: la Cámara Uruguaya de Productores de Leche, la Asociación de Remitentes, la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, la Intergremial de Productores de Leche, la Sociedad de Productores de Leche de 
Florida y la Sociedad de Productores de San Ramón) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir a las delegaciones de las gremiales que nos visitan y les cedemos 
el uso de la palabra para que expongan el planteo que motiva esta entrevista. 


SEÑOR BOIX.- En primer lugar, deseo agradecer a la Comisión que nos haya recibido para escuchar a estas gremiales que se 
vienen reuniendo tratando de solucionar el tema del endeudamiento. 


Quiero decir que las gremiales nos reunimos en forma semanal para tratar todos los asuntos relativos a la lechería nacional y uno 
de los temas que más nos preocupa es el del famoso endeudamiento. Estamos bastante preocupados por ese motivo porque, las 
pautas que se dieron el 17 de mayo por parte del Gobierno a través del Ministerio de Economía, no han sido recogidas en su 
totalidad por las últimas instrucciones que ha dado el Banco de la República. En tal sentido, tenemos más incógnitas que certezas. 


Cabe aclarar que no estamos en el grupo de deudores contumaces, sino que el sector lechero ha sido siempre buen pagador 
porque todos los acuerdos de endeudamiento se han realizado a través de retenciones de las industrias -si bien no lo puedo probar 
en este momento- y hemos sido los que mejor hemos pagado, cumpliendo regularmente y acercando siempre algo al Banco de la 
República. 


Quiero detallar algunas cosas que nos están preocupando. En primer lugar, en el documento del día 17 de mayo se establecía, 
como deuda original a recalcular con el interés del 6.5%, la deuda que se había documentado originalmente, es decir, la que había 
recibido el productor, mientras que en el Repartido del Banco de la República, de acuerdo con nuestra interpretación, se dice que 
sería a enero de 1999. Hay deudas que son más viejas que esas. Nosotros consideramos que debe cumplirse con la pauta que dio 
el Gobierno y no sabemos por qué figura ese plazo en el repartido. 


Con respecto a la tasa, se establece una máxima del 6% que consideramos que aún para el buen pagador es elevada para el agro, 
es francamente positiva y nos llama la atención, porque en reuniones que hemos mantenido con el señor Presidente del Banco de 
la República nos han dicho que están colocando en el exterior al 1.5%, pero a los que producen en el Uruguay les cobran el 6% o 
el 6.5%, a lo que se agregan las garantías y las tasas de riesgo, por lo que el porcentaje se puede ir al 8.5% o al 9%. 


Consideramos que esta es una situación insostenible y que se va a volver a lo mismo. En tal sentido, pensamos que una fórmula 
intermedia podría ser rebajar sensiblemente la tasa al buen pagador, mientras va pagando mensualmente y dejar esos intereses 
para la última cuota. En consecuencia, a la persona que cumple se le perdona la última cuota y, si no cumple, se le cobra todo de 
nuevo. De ese modo, el Banco va calculando la tasa, pero la va dejando para atrás. 


También con respecto a los plazos, el documento del Gobierno del 17 de mayo estableció que habría plazos diferenciales en 
función de la capacidad de pago, mientras que en el documento del Banco de la República se establecen diez y doce años. 
Sugerimos para el sector lechero algo que funcionó muy bien -y que los señores Legisladores recordarán, porque fue aprobado 
aquí y luego instruido por el Banco de la República- y que consiste en que el sector lechero, como máximo pagaba hasta un 10%. 
Es decir que al que puede pagar un poco más se le acordará el plazo y al otro se le prolongará en algo. Todo depende de la 
capacidad de pago del deudor, pero el máximo, reitero, es el 10% del ingreso. Recordamos que son ingresos perfectamente 
cuantificables porque se trata de industrias que tienen perfectamente documentada la forma en que cobra cada productor. 


Otra cosa que nos llamó mucho la atención fue que el documento del Banco de la República establece que hay que pagar los 
intereses del 2005 en su totalidad más un 10% para poder entrar al financiamiento. Ese es un pago muy oneroso por el que la 
gente, prácticamente, tiene que pagar a siete meses el 6.5% o el 7% más un 10% y se le va casi a un 20% de la deuda para poder 
entrar en el sistema. 


Consideramos que tiene que entrar lisa y llanamente, que no se le puede hacer esa exigencia o, por lo menos, que le hagan un 
estudio económico en base al flujo de caja a los efectos de resolver si puede pagar o no. Lo cierto es que la mayoría no lo puede 
pagar y, por lo tanto, habría que sacar esa restricción. 


También nos llama la atención los escalones, pues son muy amplios. El primero es hasta 15.000 y el siguiente hasta 250.000. Lo 
más lógico sería que hubiera escalones intermedios, por ejemplo, 15, 50, 100, 150, 200 y 250, o sea, escalones de 50.000. 


Por otro lado, pedimos que esos escalonamientos sean parciales. El ejemplo al que me quiero referir se da más en el escalón de 
250.000 y, entonces, alguien que tiene 20.000, aparentemente, queda afuera, cuando podría aprovechar los 15.000 y ubicar el 
resto en el siguiente escalón. Concretamente, lo que proponemos es que se vayan estableciendo escalones y, a medida que se van 
cubriendo escalones, van entrando en la próxima categoría. 


Asimismo, tenemos mucha incertidumbre respecto a la situación del llamado Bono Cupón Cero, al Agro 2003 y al Fideicomiso. Nos 
gustaría saber cómo entran y cómo son considerados. No vemos que todo lo relacionado con esto esté establecido claramente en 
la circular. De pronto las intenciones del Banco sí son corregir la situación, pero no lo sabemos. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, me gustaría que el señor Oronof se refiriera a los inconvenientes que él encuentra con 
relación al Cupón Cero, al Agro 2003 y al Fideicomiso. 


SEÑOR ORONOF.- Antes que nada, quiero decir que represento a la Asociación Nacional de Productores de Leche. 


Comparto totalmente lo manifestado por el compañero que me precedió en el uso de la palabra en cuanto a las dudas que nos 
genera, tanto algunas de las pautas establecidas por el señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Astori, como la circular 
del Banco de la República. Pensamos que en un plan tendiente a encarar de una vez por todas el endeudamiento -que 
necesariamente lo tenemos que hacer para poder olvidarnos de esto y empezar a producir que es lo que necesita el país- tanto las 
pautas como la circular del Banco República tendrían que ser lo más claras posible, para que no se produzcan ni se dé lugar a 
discrecionalidades que pueden provocar un enrarecimiento en el trámite que debe tener esto. 


Tal como lo manifestó mi compañero, se produce un caso de injusticia con relación a las franjas. Por ejemplo, un productor que 
debe U$S 15.000 puede tener una quita de 50%, pero si debe 16.000, no. Ya tiene una quita de 20 nada más, por U$S 1.000. 
Sabemos que las franjas son siempre injustas, pero ese productor que debe U$S 16.000 está en iguales condiciones que el que 
debe 250.000. Me parece que son realidades totalmente diferentes y que en este momento estamos a tiempo de otorgar una mayor 
justicia, dando lugar a creación de franjas intermedias que acomoden la realidad de cada productor. Evidentemente, en casi todos 
los casos el monto de la deuda es un espejo del volumen del productor. En este caso, nos parece que sería muy conveniente para 
el desarrollo correcto y para redondear las pautas establecidas por el señor Ministro Astori, lograr que de la misma forma en que se 
hizo la franja de 15.000 a 50.000 se puedan incluir franjas intermedias que se adapten más a la realidad de las deudas y del 
volumen de los productores que se podrían ubicar en ese marco. 


En cuanto a los tres sistemas de pago que están funcionando quisiera decir lo siguiente. Creemos que no fue el espíritu del señor 
Ministro Astori ni de las autoridades del Banco de la República, pero en los hechos no vemos nada explícito que nos aclare la duda 
respecto a la gente que está al día con el pago de los intereses del Cupón Cero. En ningún momento, ni la pauta del señor Ministro 
Astori ni la circular del Banco habla de que esos productores están amparados por este sistema. Son productores cuya deuda se 
calculó al porcentaje original, desde la época de suscripción hasta el 30 de setiembre de 2002, si no me equivoco. Es decir que 
estamos hablando de intereses -en aquel entonces- originales del 10, 11 o 12%. Luego, cuando se suscribió en el Cupón Cero se 
hizo un ajuste hasta esa fecha que, creo, fue en octubre o noviembre de 2002. De ahí, el productor empezó a arrancar pagando 
mensualmente un interés del 9,25%. Es decir que llegamos a un monto de deuda con base en intereses del 11% ó 12% e, incluso, 
hubo casos de intereses moratorios de hasta un 16%. Se hizo un monto que luego se consideró nominal para la suscripción del 


contrato del cupón Cero y, sobre ese monto, el productor está pagando al día el 9,25 anual. Está al día y, lamentablemente, este 
proyecto de endeudamiento lo castiga diciéndole que no puede entrar porque está al día, que siga pagando el 9%, que siga 
pagando, sobre ese monto de intereses, muy por encima de lo que está pagando otro deudor que no pagó y que ahora se puede 
acoger a un recálculo del 6,5%; entonces, se le estaría diciendo que siga pagando al 12, al 14, al 16%. Vuelvo a reiterar que estoy 
seguro que no fue ese el espíritu pero, lamentablemente, las letras, lo escrito -que es a lo que nos tenemos que remitir- no lo 
aclara. Un caso muy similar ocurre con los productores que están al día en el Agro 2003 pero con una diferencia. En este sistema 
de refinanciación hubo un recálculo al 6%, se está pagando el interés, y el que está al día -supuestamente- no entraría porque 
explícitamente no está. Sucede lo mismo con el Fideicomiso | que tampoco está especificado. Creo que esto es muy fácil; 
simplemente, el Ministro tendría que aclararlo para que el Banco de la República lo tome en consideración. Digo esto, porque no 
cabe en ninguna lógica que la persona que hizo el esfuerzo de pagar, de mantenerse al día, incluso -en muchos casos- vendiendo 
parte de su capital, reciba como contraprestación un tratamiento completamente peor que aquél que nunca se presentó al Banco y 
que, ahora, si le sirve, paga y, de acuerdo a las pautas que le dan, le recalculan a menor interés y paga menos intereses futuros. 
Tanto en el caso del Cupón Cero como en esto, se están pagando intereses mayores de los que se está hablando para futuro. Son 
ajustes que no son de lógica, por eso, sinceramente, creo que son de muy fácil aclaración. Acá se pide una aclaración, no se pide 
otra cosa. 


Para terminar, vuelvo a reforzar lo dicho por mi compañero en el sentido de que sería muy beneficioso que, tanto el Ministerio como 
el Banco de la República, no tomaran esta recuperación de activos -como realmente es esto- con un criterio comercial, bancario. 
Una tasa del 9% para la Categoría lll a la que llegaría en base a un 5,5 de tasa básica, más la tasa de riesgo de 3,5, más el 
IMABA, sería más de un 9%; en el caso de Categoría Il, sería un 7% y fracción. Estamos partiendo de una tasa básica del 5,5 que 
ya, de por sí, no es mal negocio para el Banco. Nosotros consideramos que en este caso el Banco no está haciendo un negocio, ni 
nosotros, porque lo que queremos es pagar. Entonces no sólo el Banco sino todos deben ponerse en el mismo puesto, en la misma 
tesitura de no querer hacer un negocio con esto, sino estimular una solución y una generación de posibilidades de nuevos créditos, 
de desarrollo y de mayor producción. Un interés del 8 o 9% no es un interés de promoción, sino comercial. 


No sabemos si se puede, pero creo que se debe pensar en una reducción sustancial de estos intereses. A los efectos del productor 
ello sería fundamental, porque le reduciría el monto a pagar, pero no le significaría una ganancia, pues no se lo va a llevar al bolsillo 
ni lo va a girar para algún lado; simplemente, va a tener más disponibilidad, va a invertir más, va a hacer más pradera, capaz que 
hasta compra un pedazo de tierra de al lado y, seguramente, tendrá ganas de que su hijo arme un "tambito". Es decir que todo lo 
que el país resigne en esto no va a ser pérdida, sino ganancia pura, porque en la vuelta repercute en mayor riqueza para todos. 


Quiero hacer una última anotación. No diría que en todos los casos, pero sí en algunos se suscita un problema por el hecho de que 
el productor que todavía está enfrentando dificultades, tiene que afrontar el pago del 10% de intereses corridos de este año. Se nos 
ocurre que, de pronto, se puede idear alguna fórmula por la cual este monto pueda licuarse en las últimas o en determinadas 
cuotas, a partir de la mitad o cuando sea. Evidentemente, esto tiene un costo; el hombre va a pagar, pero lo mismo. Además, va a 
adoptarlo la persona que no tiene posibilidades de pagar al contado porque, por lógica, va a tener una diferencia de intereses. 
Pensamos que es una forma de no dejar a nadie afuera. Creemos que de esta refinanciación, los productores y el Gobierno 
tenemos que salir con un cien por cien de aceptación, de modo que todos vean solucionado su problema y se deje de hablar de 
endeudamiento. Esta es una forma de que, por ese factor que llega a todos pero que no alcanza a reunir ese 10% y los dólares que 
representan los intereses de los 7, 8 ó 9 meses que van a correr contando desde el 1% de enero hasta cuando se suscriba, esa 
gente pueda licuarlos en determinado tiempo. Esto también puede ser materia a estudiar caso a caso. Es decir que el señor 
Gerente del Banco República perfectamente puede determinar, de acuerdo con el productor, que es posible hacerlo. Nos parece 
que tendría que hacerse; por lo menos, se lo planteamos. 


En lo que a mí respecta, les agradezco la atención dispensada y la oportunidad que nos han dado para hacer nuestro planteo. 
SEÑOR BOIS.- Pertenezco a la Cámara Uruguaya de Productores de Leche. 


Siempre todo tiene un postre, y vamos a dar un ejemplo, porque se puede pensar que los productores quieren llevarse la plata 
ajena. Si la Comisión lo entiende pertinente, puedo mostrar una carpeta, muy voluminosa, sobre el caso de un productor concreto, 
en donde se puede ver deudas de los años 1988 a 1992. Obtuvo un préstamo original de U$S 41.600, pero en el último tiempo 
pagó U$S 47.000 más U$S 22.000 de intereses. Vendió prácticamente todo lo que tenía arriba. No es un terrateniente, sino que 
ordeña 80 vacas en un predio menor a 100 hectáreas. ¿Saben cuál era la deuda? Ascendía a U$S 191.000, más un año de 
intereses al 10%, por lo que totalizaba más de U$S 200.000. Repito que la deuda original era de U$S 41.600, que en doce años se 
le transformó en U$S 200.000. Siempre pagó, pero U$S 69.000. Fue pagando, vendiendo, hipotecando, perdiendo calidad de vida, 
él y su familia. Hoy, con todo el ajuste, no de la ley, sino por concepto del fideicomiso y demás, le quedan U$S 42.000 por pagar. O 
sea que después de haber pagado U$S 69.000, todavía debe la cantidad original. ¿A qué obedece eso? A intereses cargados que 
el agro no puede pagar, a intereses de mora del 20%, 22%, 23%, y los intereses normales, que son de 16%, 18% y 19%. Todos 
recordarán la locura de intereses que hubo. Reitero que ese ejemplo está a disposición en la Secretaría de la Comisión, pero en 
este momento no quiero dar nombre ni apellido porque no es correcto hacerlo. 


Hoy, a esa persona, después de quince años en los que pagó U$S 69.000, le quedan U$S 42.000. Así fue que el Banco de la 
República Oriental del Uruguay antes del ajuste, del fideicomiso, etcétera, cuando vio que no había nada más en garantía, le fijó 
U$S 42.000 que es el valor del campo, que es lo único que le queda. 


Esta es la prueba de que este es un sistema totalmente erróneo y equivocado desde el principio y de que el productor agropecuario 
no se lleva nada para la casa. En el caso planteado, la persona pagó U$S 69.000 y todavía debe lo que le dieron. Está bien que a 
ello se suman los intereses, pero o no tenían que haberle dado el dinero o calcularon mal. Algo pasó. 


Quiero trasmitir otro mensaje que, como lecheros, nos preocupa. Actualmente se está discutiendo en la prensa si el dólar está 
sobrevaluado o subvaluado. La realidad indica que su valor está cada vez más bajo y que las industrias exportan a menos pesos 
convertidos. Mientras el Gobierno siga fijando el valor del dólar en $ 23.90 -como estuvo hace unos días, porque ahora se ubica en 
$ 24.05, lo cual indica que se ha perdido casi un 10% o un 12%- toda esta situación va a comprometer el endeudamiento. 


Hoy en día, el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco Central del Uruguay, por las metas inflacionarias, está detrayendo 
medios de pago de la plaza con Letras de Tesorería o de regulación monetaria y saca dinero de la plaza, por lo que nadie tiene un 


peso para comprar un dólar. Es más; a los Bancos les conviene más colocar en pesos que en dólares. Eso es muy sencillo y por 
eso baja el dólar. El dólar no baja por obra del Espíritu Santo ni porque esté mal con el euro, sino por la política monetaria que se 
está aplicando actualmente en el Uruguay. Por lo tanto, hasta tanto el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco Central del 
Uruguay prioricen la meta inflacionaria, nosotros, los productores, por cada peso que exportemos vamos a percibir cada vez menos 
y, en este sentido, cabe señalar que se exporta el 70% de la leche. Lo mismo sucede con el ganado y la soja, entre otros. Esta es 
una llamada de atención para el futuro y para el éxito del buen manejo del endeudamiento. 


Teniendo en cuenta los valores del último semestre o del último año, llevamos perdido, aproximadamente, entre el 10% y el 12% 
del ingreso neto. Esto es una barbaridad y constituye, prácticamente, lo que nos queremos comprometer a pagar. 


Este es el mensaje que quería trasmitir a los señores Legisladores, porque no es buena señal que se continúe con esta política de 
baja del dólar. A propósito de ello, el otro día un ex Ministro dijo que el valor del dólar debía ubicarse en $ 17. Bueno, tampoco en el 
cementerio hay inflación, porque están todos muertos. 


No queremos que nos pase lo que sucedió hace diez años. 


SEÑOR LEANIZ.- Pertenezco a la Cámara de Productores de Leche. Agradeciendo el momento, queremos realizar dos 
comentarios laterales. 


Por un lado, el sector lechero no depende tanto del pasto, de las vacas, del tambero que está arriba y hace la gestión de tambo 
sino, esencialmente, de la gente. La situación de ¡liquidez e insolvencia -de la que sobreviene después todo el tema del 
sobreendeudamiento- afecta a un sector con una dinámica muy propia que, en los últimos cinco años, fue decayendo. 


El hecho de levantar la restricción del endeudamiento constituye una condición absolutamente indispensable para que el sector 
pueda tener un crecimiento y una motivación para crecer. Esos productores que están con ese endeudamiento a cuestas, a los que 
se les van los años de sus vidas, posiblemente, tengan que optar por realizar otras tareas, en el propio sector agropecuario, para 
poder producir. Desde hace un par de años, la agricultura, la invernada y alguna otra actividad, extrae áreas, recursos y gente del 
sector de la producción lechera hacia esos otros sectores. Quizás a nivel global eso no esté mal, pero toda esa actividad 
civilizadora, poblacional, formativa y de capacitación que está atrás de la producción de leche establecida, toda la inversión que se 
ha hecho en el país, en la cuenca, en la extracuenca, en la caminería y en los servicios de todo tipo, posiblemente haga que el país 
esté rifando recursos que terminan siendo muy escasos. 


Se trata de un llamado de alerta para definir, en cierta forma, lo que es el perfil del sector, que necesita tener liquidez. A igualdad de 
renta, de ingreso neto, cualquier productor va a hacer invernada y no tambo; si no vayan en estos veinte días de lluvia a cualquier 
tambo y podrán ver lo que estamos padeciendo. 


Esto simplemente muestra cómo se perfila el sector lechero. Incluso, esa detracción, esa cesión de crédito que históricamente ha 
sido del 10% o más de la remisión bruta, ha ido al banco respectivo. Este sector realmente ha tenido muy buena capacidad y 
voluntad de pago. Y si esa capacidad se restringió, no sucedió lo mismo con la voluntad de pago. En este momento, como 
dirigentes del sector, todos, en forma unánime, decimos que la voluntad de pago está intacta y que empezamos a tener capacidad 
de pago, claro está, con las restricciones propias de lo que puede ser el atraso cambiario, algún elemento del clima, etcétera, pero, 
de hecho, reitero, comienza a visualizarse alguna capacidad de pago. Lo que no está calzada es la capacidad de atención de la 
deuda respectiva. Entonces, esa capacidad de pago que existe se da, en muchos casos, porque el productor endeudado ha tenido 
que reducir su capacidad de inversión, sus activos e inclusive sus ingresos brutos. Lo ha hecho por la razón del artillero, pues ha 
tenido que vender activos de producción, por lo que en estos años se ha dado una desinversión. Ese universo de productores con 
sobreendeudamiento está padeciendo una situación que no es clara. Entonces, posiblemente haya una parte del sector que ha 
perdido capacidad productiva y de repago. Esa subpoblación es la que, de alguna manera, necesita el tiempo y las condiciones 
para atacar su deuda. 


Como decía Oronoz al final de sus palabras, posiblemente por querer -como deseamos todos- que el cien por ciento de los 
productores tengamos viabilidad de futuro y podamos resolver el tema de la deuda, estamos opacándolo. He escuchado que 
muchos señores Senadores y jerarcas del Gobierno y del Banco dicen que si esto tuviera un 80% de aceptación, se trataría de un 
número muy feliz, o sea que si el 80% de los endeudados resuelve su problema, todos estarían muy felices y estaríamos ante una 
muy buena gestión de parte del Gobierno. Creemos que eso es así, pero el 20% restante representa a demasiada gente, a 
empresas y empleos, así como también muchos problemas subsiguientes si el tema no es atendido debidamente. Por eso la 
atención de ese 20% restante exigirá un estudio caso a caso, pero lo que no se puede es mantener presionada a toda esa 
población, a toda esa deuda y a todas esas personas endeudadas con la posibilidad concreta, cierta y próxima de problemas 
judiciales serios y del tembladeral que implica para su familia y para su emprendimiento. 


En definitiva, creemos que resolver el tema de los más puede ser rápido, pero atender la debilidad, incluso psicológica, que 
conlleva para esos menos, también es un deber de toda la sociedad. Por ende, quizás sea necesario adecuar las condiciones para 
que todos, de una forma u otra, con plazos, tasas y condiciones, podamos mantenernos dentro de la actividad rural y lechera, 
atendiendo y honrando nuestros compromisos asumidos. 


SEÑOR DELGADO.- En mi calidad de representante de la Asociación de Remitentes, voy a hacer lo más breve posible. Si bien 
está todo dicho de parte de los compañeros, simplemente deseo agradecer la oportunidad que nos brindan de expresarnos ante 
esta Comisión Bicameral. 


Deseamos agregar que estamos en el marco de este endeudamiento que se arrastra desde hace tantos años y que no había tenido 
ninguna solución definitiva. Nosotros hemos conversado con la gente y recorrido el país durante años reclamando una salida 
definitiva, y hemos visto cómo han ido cayendo los productores. Estamos hablando de que en los últimos diez años hemos perdido 
más de 900 tamberos, lo cual también significa un costo que habría que colocar junto con los intereses que necesita cobrar el 
Banco para sostenerse. Esta situación no es un asunto de responsabilidad exclusiva -que sí la tienen- de los deudores y de los 
productores, sino que también es responsabilidad de las políticas de Estado y del sistema financiero, que durante mucho tiempo 
recogieron esos intereses de los que hemos estado hablando. 


Por lo tanto, hoy hay que poner todo en la balanza y ver si queremos salvar lo que queda. Nos referimos a productores que tienen 
un promedio de casi sesenta años, detrás de los cuales no hay nada. Por eso tendríamos que ver si queremos la lechería como 
sector productivo o si vamos a cerrar para dedicarnos a otra cosa. 


Pretendíamos, simplemente, dejarles este pequeño mensaje y agradecer a la Comisión que nos haya recibido. 


SEÑOR BRENTA.- Considero conveniente que se envíe la versión taquigráfica de cuanto se ha manifestado al Banco de la 
República -a los efectos de que se consideren estas propuestas y de que, de alguna manera, la Comisión tenga una devolución de 
esta iniciativa- y a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Agricultura, Ganadería y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción del señor Legislador. 
(Se vota:) 
- 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Comisión Especial para el Endeudamiento Interno agradece la presencia de los delegados de la Mesa de Gremiales Lecheras. 
Por supuesto, este Cuerpo no aspira a dilucidar un tema tan engorroso -más aún estudiándolo caso por caso- con demasiada 
rapidez. Creemos que hay mucho trabajo por hacer y cosas para aprender en este sentido, pero se hará siempre tratando de 
encontrar el camino de la conciliación. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Mesa de Gremiales Lecheras.) 


SEÑOR OLANO.- A partir de la orden del Gobierno, hemos ido intercambiando opiniones y eliminando dudas sobre el documento. 
Ahora, a la luz de la Circular del Banco de la República, nos surgen algunas dudas, más allá de las apreciaciones que podríamos 
haber hecho al documento inicial. A mi entender, en algunos aspectos la Circular no se ajusta exactamente a las pautas que 
habíamos estado conversando. 


Por ejemplo, en este ámbito se preguntó acerca de los plazos, así como también se hizo en cada oportunidad que se tuvo, a lo cual 
se contestó que específicamente no se hablaba de ellos, porque filosóficamente el estudio caso a caso estaba reñido con la 
especificación de pautas. 


Ahora bien, el documento marca pautas que han recibido críticas. No sé si han sido públicas, pero por lo menos a este modesto 
Diputado se las han planteado, incluso telefónicamente. Incluso puedo decir que las han efectuado varias asociaciones que ha 
recibido la Comisión. 


En mis pagos -vecinos de los pagos del Senador Saravia- se planta mucho arroz y este tema del tope en U$S 250.000, en 
particular para el sector arrocero es realmente poco. Claro que es muy distinto a lo que ocurre, por ejemplo, con el sector lechero. 
Reitero lo que ya dije en otra oportunidad: el promedio para los arroceros es de 300 hectáreas y cada uno de ellos se endeuda 
anualmente por U$S 300.000. Es más, al que lo sorprendió el 2001 con el arroz a 6 ó 5 y poco, y luego el 2002 y se endeudó por 
U$S 100.000 por cada año, ahora pasa lejos los U$S 250.000. 


Concretamente en mi departamento, hay productores que recibieron intimaciones del Banco de la República, a las que contestaron 
que sabían que todo esto se estaba procesando y, en primer lugar, la Gerencia les contestó que no tenía conocimiento de ningún 
documento proveniente del Ministerio de Economía y Finanzas -tal vez no leen los diarios y no sabían- y después que las pautas 
estuvieron prontas les dijeron que sus deudas no entran dentro de ellas. Por supuesto que esta comunicación está documentada 
por escrito. Lo que no se dice por escrito es lo que las autoridades del Banco de la República les comunicaron verbalmente: no 
entran -aunque reúnen todas las condiciones- porque están por encima de los U$S 250.000. 


Esta gente nos está llamando todo el tiempo y, personalmente, no sé que les voy a contestar. Por eso quisiera preguntarles a 
quienes están actualmente en el Gobierno si todo esto lo van a conversar o si va a haber alguna instancia donde se pueda rever 
este tema. También me gustaría saber si va a haber alguna reunión con los Gerentes o con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas para hablar de todos estos asuntos. 


SEÑOR MUJICA.- Evidentemente, el tope de U$S 250.000 admitía, a su vez, el estudio caso a caso. En lo que tiene que ver con el 
caso de los arroceros, estuvo considerado en las pautas. Naturalmente estamos trabajando en todo el sector agropecuario y vamos 
a tratar de dividirlo en subsectores. 


Lo primero e inmediato es que dichos productores igualmente se tienen que presentar porque, además, la propia Circular del Banco 
de la República aclara que la carpeta del productor que se presente no va a ser analizada por el Gerente del Departamento, sino 
elevada al Directorio del Banco y estudiada por una Comisión formada específicamente para eso. 


SEÑOR OLANO.- Quiere decir que se presenta igual, aunque su deuda sea de más de U$S 250.000. El documento inicial, cuando 
hablaba de los U$S 250.000, luego decía "según el rubro de explotación", y era claro. Pero la Circular no lo dice. Y no es un error 
de imprenta, si no lo dice es porque se lo sacaron ex profeso. 


SEÑOR SARAVIA.- El caso del sector arrocero lo planteamos principalmente cuando se cerró el documento que presentó el 
contador Astori en la Comisión. Es claro que es así porque, además, estaba presente el Presidente del Banco de la República: el 
promedio de deuda de ese sector es de U$S 337.000 y que se va a tener en cuenta estudiando los casos correspondientes. 


En ese sentido, el sector arrocero se puede presentar y el Banco lo tendrá en cuenta. 


Además, en declaraciones públicas que el contador Calloia hizo a "El Observador" refiriéndose a la Circular del Banco de la 
República, menciona al sector arrocero y que se debe presentar, por lo que estaría dentro de las pautas. Esto es independiente del 
hecho de que en el tema de los plazos y las tasas nosotros compartimos que en el documento emitido por el Poder Ejecutivo los 
mismos están desajustados, por lo que se están haciendo las gestiones correspondientes dependiendo de cada rubro. 


Más allá de que no tenemos quórum, quiero hacer otro planteo en cuanto a que un componente de la rentabilidad es la moneda; 
por lo tanto, en cada sector que se presente -ganadero, lechero, etcétera- va a estar siempre. A medida que caiga la moneda, la 
rentabilidad va a disminuir y, en ese sentido, los plazos se van a acrecentar. Se trata, entonces, de un componente que hay que 
tener en cuenta para gestionar cualquier negociación con los distintos sectores primarios que se presenten, ya que la moneda 
siempre va a comprometer la rentabilidad y ese tema la Comisión no lo va a poder resolver en tanto responde a la política 
económica. Por lo tanto, es una inquietud que puede asumir y trasladar al Poder Ejecutivo, es decir, al Ministerio de Economía. 
Pero, insisto que para la Comisión el tema de la rentabilidad es clave -y el ex Ministro Alfie puede decirlo porque no fue él quien 
mencionó los $ 17 por dólar- permanentemente lo plantean los productores y lo tendremos arriba de la mesa sin que podamos 
resolverlo. 


SEÑOR OLANO.- Creo que nunca el Gerente del Banco le puede decir al deudor que no se ajusta a las pautas. Fíijense los 
señores Senadores que si la persona se presenta al Banco porque financió su deuda y le comunican que no está incluido, estamos 
ante una situación que resulta imposible. Quiere decir que se debe recibir la solicitud y estudiarla, y no decirle después a la persona 
que no se ajusta, repito, a las pautas. 


El caso que tengo en mis manos es de un arrocero que debe U$S 612.000 más intereses y planta 500 hectáreas. La deuda original 
corresponde a un tractor y es del año 1999; entre el año 2000 y 2001 genera otra deuda, pero paga hasta el 2001. Luego va al 
fideicomiso y hace un pago de U$S 180.000; posteriormente vuelve al Banco y realiza un plan de refinanciación. Es en esta 
oportunidad que surge todo esto. 


Esta persona es conocida y me planteó: Si hago esto, no pago, salvo que el arroz valga U$S 10 en los próximos siete años. Mi 
respuesta fue que no debía firmar porque si cumplía con todas las pautas y si arreglaba ahora, quedaba afuera. Entonces, le hace 
una carta al Gerente que lo había intimado a documentar la refinanciación, el que le contesta el 1? de junio -en ese momento no 
estaba la Circular pero estaban las pautas- y en el punto 2) le dice que las medidas anunciadas por el Ministerio de Economía y 
Finanzas tendientes a dar solución al endeudamiento interno aún no han sido tratadas a nivel del Banco. Más adelante le dice que 
tiene que pagar y que deberá presentarse ante dicha Gerencia en un plazo no mayor a cinco días hábiles para coordinar la fecha 
en que procederá a la documentación de su deuda y a la constitución de la garantía hipotecaria que se acordará. Posteriormente, 
esta persona le envía otra carta en la que expresa que se va a acoger a las medidas vigentes en el Banco. A su vez, el 15 de junio - 
fecha en que ya estaba la Circular- el Gerente, que según se ha dicho no puede contestar que no, le dice: Relacionado con el 
asunto titular informamos a usted que las disposiciones del Poder Ejecutivo para dar solución al endeudamiento interno no 
contemplan esta situación. En consecuencia, la falta de cumplimiento de los plazos otorgados...da lugar a que el Banco tome las 
medidas que entienda necesarias para las liquidación del crédito. Y firma el Gerente Coordinador, señor Amaral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco al señor Representante Olano lo expuesto aquí. Creo que es parte del cometido de esta 
Comisión salvar los errores que puedan cometer los Gerentes del Banco. Por lo tanto, le agradecería -si la Comisión lo permite- 
que me hiciera llegar un resumen de la situación para que, junto al señor Representante y a las autoridades del Banco, podamos 
salvar el error cometido por dicho Gerente. El señor Presidente de esta Comisión está a sus órdenes. 

SEÑOR OLANO.- Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 50 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


